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PRONUNCIAMIENTO N.° 455-2008/DOP

Entidad:

Gobierno Regional La Libertad – Proyecto Especial Chavimochic  

Referencia:

Concurso Público Nº 004-2008-GR-LL/PECH (primera convocatoria), convocado para la contratación del “servicio de vigilancia particular para la custodia y protección de sus instalaciones, bienes e integridad física de los trabajadores del proyecto especial Chavimochic”.
1. ANTECEDENTES 

Mediante Oficio Nº 005-2008—GR-LL/PECH.C.E-C.P. Nº 004 - I CONVOCATORIA, el Presidente del Comité Especial remitió a este Consejo Superior de Contrataciones y Adquisiciones del Estado (CONSUCODE), las observaciones realizadas por los participantes CIVISE S.A.C. y LIDER SECURITY S.A.C., contra las Bases del Concurso Público Nº 004-2008-GR-LL/PECH (primera convocatoria), así como el informe técnico respectivo, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 28º del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM, en adelante la Ley, y el artículo 116° de su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM, en adelante el Reglamento.

Al respecto, corresponde señalar que, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 116º del Reglamento, independientemente de la denominación que les hayan dado los participantes, este Consejo Superior se pronunciará respecto de: a) las observaciones presentadas por el solicitante que no hayan sido acogidas o hayan sido acogidas parcialmente; b) las respuestas a las observaciones del solicitante que, pese a ser acogidas, son consideradas por éste contrarias a la normativa; o, c) el acogimiento de las observaciones formuladas por un participante distinto al solicitante, cuando este último haya manifestado que considera tal acogimiento contrario a la normativa.
En ese sentido, conforme se aprecia de los antecedentes remitidos por el Comité Especial, así como del pliego de absolución de consultas y observaciones publicado el 27 de octubre de 2008 a través del Sistema Electrónico de Adquisiciones y Contrataciones del Estado (SEACE), el participante CIVISE S.A.C., presentó diez (10) observaciones, no siendo acogidas las observaciones Nº 2, 4, 7, 8 y 10, en tanto que el participante LIDER SECURITY S.A.C., presentó ocho (8) observaciones, de las cuales no fueron acogidas las observaciones Nº 1, 4, 5, 7 y 8, por lo que este Consejo Superior se pronunciará únicamente respecto de aquellas, de conformidad con lo señalado en el artículo 116º del Reglamento, sin perjuicio de las observaciones de oficio que se realicen al amparo del artículo 59º de la Ley.
2. 
OBSERVACIONES

2.1 Observante:
CIVISE S.A.C.
Observación Nº 2
Contra la acreditación de la experiencia del postor 

El observante cuestiona que para la acreditación de experiencia del postor, se requiera la presentación de copias de contratos y/u órdenes de servicio, adjuntando los comprobantes de pago que correspondan a dicha relación contractual, dado que de acuerdo a la normativa sobre contrataciones del Estado, en defecto de la presentación de los comprobantes de pago, los postores podrán presentar contratos con su respectiva conformidad de prestación de servicios, más aún cuando los comprobantes de pago, por sí solos, resultan documentos idóneos para acreditar la experiencia del postor. 
En tal sentido, solicita que sea suprimida la exigencia de acompañar los comprobantes de pago, a los contratos y/u órdenes de servicios con su respectiva conformidad de prestación de servicios.

Pronunciamiento

En el numeral 2.8.2.1 del Capítulo II de las Bases, referido a los documentos de presentación facultativa que contendría la propuesta técnica, se indicó que los montos considerados para la asignación de puntaje, “serán acreditados con copia del contrato, adjuntando las facturas que correspondan a dicho contrato y/o su respectiva conformidad de culminación de la prestación del servicio, donde se especifique claramente el período de ejecución del servicio y el monto ejecutado” (el subrayado y sombreado es agregado). 

Sobre el particular, cabe indicar que de acuerdo a lo establecido en el artículo 66º del Reglamento, la experiencia del postor se acreditará con copia simple de los  comprobantes de pago cancelados o, en su defecto, con copia del contrato y su respectiva conformidad de culminación de la prestación del servicio, con un máximo de diez (10) servicios en cada caso (el subrayado es nuestro). 
De lo indicado, se puede concluir que la acreditación de experiencia del servicio, se realizará a través de la presentación de comprobantes de pago debidamente cancelados, o alternativamente, a través de la presentación de contratos u órdenes de servicio con su respectiva conformidad de culminación de prestación, no siendo exigible la presentación de ambos documentos para dicha acreditación, tal como lo indican las Bases del presente proceso de selección. 

En tal sentido, este Consejo Superior ha decidido ACOGER la observación formulada, dado que no resulta exigible la acreditación de experiencia a través de la presentación conjunta de comprobantes de pago debidamente cancelados y los contratos u órdenes de servicio con su respectiva conformidad de culminación, por lo que deberá suprimirse la indicada forma de acreditación de experiencia del postor, debiendo sujetarse a lo dispuesto en el artículo 66º del Reglamento.
Sin perjuicio de lo señalado, cabe indicar que la acreditación de experiencia a través de comprobantes de pago, no admite restricción alguna a qué tipo de comprobantes se refiere (facturas, boletas, etc.), los que deberán encontrarse debidamente cancelados
, por lo que deberá tomarse en cuenta dichas precisiones en la integración de Bases.
Observación Nº 4
Contra el procedimiento para la determinación de responsabilidades en caso de pérdida de bienes y la consecuente aplicación de penalidades 

El observante cuestiona que las Bases atribuyan la responsabilidad directamente al contratista por la pérdida de bienes de la Entidad, y la consecuente aplicación de penalidades, sin que exista un procedimiento previo para su determinación, las que deberían corresponder a los resultados de la investigación policial o del Ministerio Público, y no a investigaciones o decisiones unilaterales por parte de la Entidad, más aun cuando se exige la presentación de garantías y pólizas de seguros que cubren dichas eventualidades.
En tal sentido, el observante solicita se precise de un procedimiento para la aplicación de penalidades previstas, pudiendo considerarse dentro de dicho procedimiento, la formulación de listados o inventarios de los bienes con que cuenta la Entidad, así como la posibilidad que la empresa contratista pueda realizar los descargos respectivos.
Pronunciamiento

En el numeral 3.7 del Capítulo III de las Bases, referido a la las penalidades por pérdida de bienes, se indicó que “el Contratista será responsable de la perdida de objetos, maquinas, equipos, materiales, enseres u otros que se encuentren en los locales del Proyecto Especial CHAVIMOCHIC. Ante la ocurrencia de una pérdida o siniestro deberá ser comunicada inmediatamente al supervisor del servicio designado por el PECH, a fin de que éste interponga la denuncia policial correspondiente.

En caso de pérdida de bienes del Proyecto Especial CHAVIMOCHIC, la Oficina de Administración de la Entidad determinará si el contratista actuó con la diligencia del caso, cumpliendo estrictamente los alcances del servicio y tareas básicas del mismo, en caso de determinarse su responsabilidad contractual, deberá el contratista reponer el bien en un plazo de 15 días, caso contrario será descontado de la Factura del mes siguiente a la ocurrencia (el sombreado y subrayado es agregado).
En el pliego de absolución de consultas y observaciones, el Comité Especial indicó que no corresponde esperar la definición de la investigación policial por cuanto esta tiende a determinar el autor del robo y no la responsabilidad contractual que se está penalizando. 
Como se puede apreciar en el presente caso, la Entidad no ha fijado un procedimiento objetivo a fin de atribuir responsabilidades al contratista cuando se produzcan pérdidas de bienes de la Entidad, limitándose con indicar que la oficina de administración de la Entidad, determinará si el contratista actuó con la diligencia del caso.

Sobre el particular, es pertinente precisar que si bien constituye una obligación esencial del contratista que presta el servicio de seguridad y vigilancia privada obrar con la diligencia debida y cumplir con todas las reglas de seguridad que imponga la Entidad, debiendo éste hacerse cargo de la custodia y protección de la vida e integridad del personal de la institución, así como de sus bienes e instalaciones, resguardando éstos últimos de posibles daños originados a causa de pérdida, sustracción y/o deterioro; ello no significa que dicha obligación justifique la directa atribución de responsabilidades al contratista por la simple ocurrencia del hecho,  sin que previamente haya mediado las investigaciones que acrediten su responsabilidad.  
En efecto, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 1314º del Código Civil
, norma de aplicación supletoria a los temas de contrataciones y adquisiciones públicas, de darse la pérdida de un bien en las instalaciones del local de la Entidad, encontrándose en plena ejecución el servicio, la responsabilidad recaería en la empresa de vigilancia en la medida en que, previa realización de las investigaciones respectivas, se demostrará que ésta no hubiera actuado con la diligencia debida o no hubiera cumplido con los reglamentos internos de la Entidad referidos a normas de seguridad. Sin perjuicio que en este supuesto, adicionalmente a las responsabilidades señaladas, se configure la causal de resolución de contrato y consecuentemente la sanción respectiva por incumplimiento de obligaciones contractuales, prescrita en el numeral 2) del artículo 294º del Reglamento.
En tal sentido, siendo que sólo será responsable contractualmente aquél contratista que no actúe con la diligencia ordinaria y considerando que constituye una atribución de la Entidad velar por el cumplimiento de las prestaciones contractuales a cargo del contratista, será ésta quien, de acuerdo a un procedimiento previo e imparcial, determine si en el caso de producirse daños o perjuicios sobre sus bienes, éstos pudieran ser atribuibles al contratista debido al incumplimiento de sus obligaciones expresamente establecidas en el contrato o por el actuar de su personal sin la diligencia ordinaria requerida dentro del contrato, por lo que de producirse algún ilícito penal o falta tipificada en norma penal como daños, perdidas, hurtos o robos en las instalaciones de la Entidad, no se podrá establecer la responsabilidad del contratista sin que medie una investigación previa e imparcial realizada por un tercero competente distinto a la Entidad.
Por lo expuesto, este Consejo Superior ha decidido ACOGER la observación  formulada, por lo que, a fin de atribuir responsabilidades al contratista cuando se produzcan dichas ocurrencias, se deberá establecer en las Bases así como en la proforma del contrato, un procedimiento previo mediante el cual se determine si el contratista ha incurrido en responsabilidad debido al incumplimiento de sus obligaciones expresamente establecidas en el contrato, o por el actuar de su personal, sin la diligencia ordinaria requerida, caso en el cual procedería la reposición o reparación de los bienes, sin perjuicio de la denuncia policial que la Entidad pueda plantear.
Sin perjuicio de lo expuesto, en mérito al principio de imparcialidad, en la medida que en el procedimiento descrito en las Bases no se ha determinado la posibilidad de que el contratista efectué el deslinde de responsabilidades, corresponde que, con ocasión de la integración de Bases, se evalué la pertinencia de incluir dicha etapa. En el supuesto que no se incluya la posibilidad de que el contratista deslinde responsabilidades, deberá registrarse en el SEACE un informe en el que se evidencie las razones de su negativa.
Observación Nº 7 
Contra el factor “Record de sanciones”
El observante cuestiona la desproporcionalidad de considerar un periodo de ocho (8) años de antigüedad en el factor de evaluación “record de sanciones”.
Asimismo, indica que para la asignación de puntaje en dicho factor de evaluación, se requiere la presentación del “record operativo” emitido por la DICSCAMEC; sin embargo, en el Texto Único de Procedimientos Administrativos del Ministerio del Interior- DICSCAMEC no se encuentra prevista la emisión de dicho documento.

Finalmente, el observante indica que, con la entrada en vigencia de la Ley Nº 28267 emitida el año 2005, se realizó una nueva clasificación de sanciones a ser determinadas por la DICSCAMEC, por lo que teniendo en cuenta que el periodo de evaluación del presente factor de evaluación se computará desde el año 2000, corresponde que el Comité Especial considere aquellas sanciones emitidas con anterioridad a la entrada en vigencia de dicha Ley, con lo cual dicho factor no resulta determinante para la elección de la mejor propuesta, dado que no se hace distinción alguna de las sanciones por su gravedad, pudiendo darse el caso que asigne un mismo puntaje a una empresa que haya sido sancionada por apercibimiento y a otra que haya sido sancionada con suspensión.
En tal sentido, el observante solicita se reformule el factor de evaluación “record de sanciones”, teniendo en cuenta no solo la cantidad de sanciones impuestas, sino también su gravedad y antigüedad, previa verificación de si la DICSCAMEC emite el documento indicado para la acreditación de dicho factor.
Pronunciamiento
En el inciso C.1) del literal C) del Capítulo V de las Bases, referido al factor de evaluación “Record de sanciones”, se indicó que se evaluará el record de sanciones de las empresas postoras entre los años 2000 al  2008, disponiendo la asignación de puntaje de la siguiente manera:

- No cuenta con sanciones en los años 2000 al 2008               : 17 PTOS

- No cuenta con sanciones en los años 2001 al 2008
             : 14 PTOS

- No cuenta con sanciones en los años 2002 al 2008
             : 10 PTOS

- No cuenta con sanciones en los años 2003 al 2008
             : 05 PTOS

- Cuenta con Sanciones en los años     2004 al 2008               : 00 PTOS
Para la asignación de los puntajes reseñados, los postores tendrían que presentar el “record operativo” expedido por la DICSCAMEC, especificando si tiene sanciones o no, tal como lo indica el inciso 4) del literal n) del numeral 2.8.2.1 del Capítulo II de las Bases, referido a los documentos de presentación facultativa en la propuesta técnica.
En principio, cabe señalar que, de conformidad con el artículo 64º del Reglamento, resulta de competencia exclusiva del Comité Especial la determinación de los factores de evaluación técnicos, los que deberán ser objetivos y congruentes con el objeto de la convocatoria, debiendo sujetarse a criterios de razonabilidad, racionalidad y proporcionalidad.

Sobre el particular, el cuestionado factor de evaluación resultaría razonable en la medida que no castiga a aquellas empresas que tienen sanciones impuestas, sino por el contrario premiaría a las empresas con un comportamiento acorde a la normativa sobre la materia.

Sin embargo, el criterio de evaluación optado por el Comité Especial resulta incongruente para los fines buscados por dicho factor, dado que no hace diferencias del tipo de sanciones a considerarse para la asignación de puntaje, puesto que, como lo indica el observante, cabe la posibilidad que se le otorgue el mismo puntaje a empresas que hayan cometido faltas leves, graves y muy graves, más aún cuando a través de la Ley Nº 28267, Ley que establece el ejercicio de la potestad sancionadora del Ministerio del Interior en el ámbito funcional de la Dirección General de control de servicios de seguridad, control de armas, municiones y explosivos de uso civil – DICSCAMEC, se modificó los tipos de sanciones a imponerse por cualquier falta cometida por las empresas que brindan el servicio de vigilancia y seguridad.
En tal sentido, y habiéndose verificado que el criterio evaluativo resulta inconsistente, este Consejo Superior ha decidido ACOGER la observación formulada, debiendo reformularse dicho factor a efectos de asignar puntaje en función a la gravedad de las sanciones impuestas, por lo que en aras de la uniformidad del criterio evaluativo, y para no excluir a las empresas por razones de antigüedad, deberá considerarse las sanciones impuestas con la normatividad vigente, solicitando los documentos necesarios según el Texto Único de Procedimientos Administrativos de la DICSCAMEC.
Observación Nº 8 
Contra el factor de evaluación “desempeño-cumplimiento de contratos”
El observante cuestiona la pertinencia de considerar el factor de evaluación referido al “desempeño y cumplimiento de contratos”, toda vez que dicho factor no es concordante con los principios que rigen la normativa sobre contrataciones del Estado, más aún cuando el cuestionado factor estaría directamente orientado en afectar a la empresa CIVISE S.A.C., puesto que es la única empresa que brindó el servicio de vigilancia a la Entidad, existiendo actualmente un litigio arbitral de por medio, afectando con ello los principios de libre competencia, y de trato justo e igualitario.

En tal sentido, el observante solicita que dicho factor sea suprimido, lo que llevaría a excluir la presentación de la declaración jurada donde conste la relación total de contratos, y en consecuencia, se redistribuyan los puntajes en los demás factores de evaluación.
Pronunciamiento
Sobre el particular, cabe indicar que, de conformidad con el artículo 64º del Reglamento, resulta de competencia exclusiva del Comité Especial la determinación de los factores de evaluación técnicos, criterios y puntajes, los que deberán ser objetivos y congruentes con el objeto de la convocatoria, debiendo sujetarse a criterios de razonabilidad, racionalidad y proporcionalidad, en concordancia con los principios que inspiran las contrataciones estatales.

Ahora bien, en el presente proceso, de la revisión de las Bases se advierte que mediante el factor “desempeño – cumplimiento de contratos” la Entidad ha previsto evaluar el cumplimiento de los contratos suscritos, ejecutados y/o en ejecución en el periodo comprendido entre el año 2000 hasta la fecha de presentación de propuestas, para lo cual los postores deberán presentar una declaración jurada donde indiquen si el contrato ha sido cumplido o si el contrato ha sido resuelto, en cuyo caso se aclarará si ha resuelto el contratante, el contratado o de mutuo acuerdo.

Al respecto, debe indicarse que evaluar el nivel de cumplimiento de las prestaciones realizadas por los postores, le permitiría a la Entidad verificar la seriedad y responsabilidad del postor en la ejecución de las obligaciones que asume, lo cual redundaría en la obtención de una mejor propuesta para los intereses de la Entidad. 
En tal sentido, y dado que el observante no ha cuestionado la idoneidad de la metodología de calificación del factor “desempeño – cumplimiento de contratos”, sino la inclusión de dicho factor, este Consejo Superior ha decidido NO ACOGER la observación formulada, pues el Comité Especial habría actuado de conformidad con la facultad conferida por el artículo 64º del Reglamento, evidenciándose la razonabilidad y conveniencia de establecer el referido factor de evaluación.
Sin perjuicio de lo expuesto, cabe señalar que, la idoneidad de este factor se ve perjudicada por la metodología de calificación establecida:
- No ha tenido resolución de contrato por la entidad contratante

del año 2000 a la fecha




      
:   15 puntos


- No ha tenido resolución de contrato por la entidad contratante

del año 2002 a la fecha 




      
:   10 puntos

- No ha tenido resolución de contrato por la entidad contratante

del año 2004 a la fecha




      
:   05 puntos 

- Ha tenido resolución de contrato por la entidad contratante

del año 2005 a la fecha




     
:   00 puntos
Como se advierte en el presente caso, si bien el objetivo de dicho factor es evaluar el grado de cumplimiento de las contrataciones realizadas por los postores, el periodo considerado para efectos de evaluación resultaría restrictiva respecto de las empresas que hayan iniciado sus acciones a partir del año 2005, ya que éstas podrían haber ejecutado igual o mayor cantidad de contratos que una empresa constituida con anterioridad, toda vez que el tiempo de permanencia en el giro no resulta determinante para la verificación del cumplimiento de las obligaciones asumidas por los postores.
Asimismo, se advierte que la metodología utilizada no resulta exacta en cuanto a la finalidad del factor cuestionado, dado que dicha evaluación implica que los postores indiquen si el contrato declarado ha sido cumplido o si el contrato ha sido resuelto, en cuyo caso se aclarará si ha resuelto el contratante, el contratado o de mutuo acuerdo (el subrayado es agregado), sin realizar mayor distinción si la resolución del contrato se encuentra debidamente consentida o ejecutoriada, o si es materia de un proceso arbitral, lo cual sería determinante para verificar el cumplimiento de las prestaciones realizadas.
En tal sentido, el Comité Especial deberá reformular la calificación del referido factor de evaluación reduciendo el periodo de evaluación, e indicando que la resolución de contrato a ser tomada en cuenta para la correspondiente asignación de puntaje, debe corresponder a contratos cuya resolución se encuentren consentidas o ejecutoriadas y aquellas que no se encuentren inmersos en proceso arbitral.

Observación Nº  10
Contra el contenido de los numerales 1.4.6 y 1.4.7 de los términos de referencia
El observante cuestiona que en los términos de referencia del servicio de seguridad y vigilancia, se haya incluido la “custodia en traslado de valores”, lo cual difiere de las prestaciones materia de la convocatoria, y para lo cual se requiere de una autorización previa por parte de la DICSCAMEC, por lo que solicita se excluya de las Bases dicha prestación.
Pronunciamiento
Al respecto, cabe indicar que, de conformidad con los artículos 12° de la Ley y 29° del Reglamento, las adquisiciones y contrataciones que realiza una Entidad tienen como finalidad la de satisfacer las necesidades que demanda el cumplimiento de las funciones que le son propias y el logro de las metas y objetivos institucionales trazados, de manera que le corresponde a ella establecer con precisión la naturaleza y operatividad de los servicios, determinando sobre la base de sus propias necesidades, las características, requerimientos y términos de referencia de los servicios requeridos, teniendo en cuenta lo establecido por los reglamentos técnicos y las normas metrológicas y/o sanitarias nacionales que sean de obligatorio cumplimiento; las que constituirán un requerimiento técnico mínimo no sujeto a evaluación.
En el numeral 1.4.6 del Capítulo IV de las Bases, referido a los términos de referencia del servicio a contratarse, se indicó como una de las condiciones del servicio, que “el vigilante de un puesto diurno de la Sede San José, participará además de las tareas básicas que le corresponda, acompañando al personal de la Coordinación Administrativa San José, para la custodia de los bienes y depósitos bancarios los días que sean requeridos por el Coordinador Administrativo”.
Por su parte, en el numeral 1.4.7 del Capítulo IV de las Bases, se indicó que el Administrador o Coordinador administrativo de la Sede San José, “podrán disponer del apoyo de un vigilante del turno de día de la sede central y/o sede San José para acompañar en el traslado de valores dentro del ámbito del Proyecto”.

A través del pliego de absolución de consultas y observaciones, el Comité Especial indicó que el personal de vigilancia acompañará al personal de la coordinación administrativa, para la custodia de bienes y depósitos bancarios, así como el acompañamiento en el traslado de valores dentro del ámbito del Proyecto, los días que sean requeridos para ello, por lo que la Entidad no se encontraba requiriendo el servicio de transporte de dinero ni el servicio individual de seguridad personal, dado que las labores corresponden a funciones del servicio de vigilancia privada dentro del ámbito de la Entidad.
Sobre el particular, cabe indicar que la prestación del “servicio individual de seguridad personal”, tiene carácter exclusivo y está dirigido al acompañamiento, defensa y protección de personas determinadas, impidiendo que sean objeto de agresiones, de conformidad con el artículo 45º del Reglamento de Servicios de Seguridad Privada, aprobado por Decreto Supremo Nº 005-94-IN
. Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 29º del mismo cuerpo normativo, la prestación del servicio de transporte de valores, implica que la empresa contratista se encargue de llevar a cabo el transporte de dinero y valores, para lo cual deberá contar con las autorizaciones del caso.

En el presente caso, las actividades indicadas en el numeral 1.4.6 del Capítulo IV de las Bases, implican que un agente destinado al servicio de vigilancia, acompañe a un determinado funcionario, para la custodia de los bienes y depósitos bancarios, la cual se realizaría fuera de las instalaciones de la Entidad, por lo que se estaría desnaturalizando el servicio de vigilancia requerido. 

En tal sentido, y siendo que el observante solicitó la exclusión de la actividad requerida en el numeral 1.4.6 de los términos de referencia, este Consejo Superior ha decidido ACOGER la observación en este extremo, por lo que deberá suprimirse de los términos de referencia el cuestionado numeral.
De otro lado, la actividad enmarcada en el numeral 1.4.7 del Capítulo IV de las Bases, dispone el acompañamiento del traslado de valores dentro del ámbito de la Entidad, no siendo la empresa contratista quien se encargue del transporte, sino sólo de salvaguardar la integridad de las personas en las instalaciones de la Entidad, lo cual se condice implícitamente con los términos de referencia dispuestos para el servicio de seguridad y vigilancia requerido por la Entidad.
En tal sentido, y siendo que el observante solicitó la exclusión de la actividad requerida en el numeral 1.4.7 de los términos de referencia, este Consejo Superior ha decidido NO ACOGER la observación en el extremo de retirar de las Bases la prestación referida al acompañamiento en el transporte de valores en el ámbito de la Entidad, dado que ello formaría parte de las prestaciones inherentes dentro del servicio de seguridad y vigilancia, toda vez que dicha prestación se realizaría en el ámbito de la Entidad.
2.2 Observante:
LIDER SECURITY S.A.C.
Observación Nº 01
Contra la presentación de un plan de trabajo 

El observante cuestiona que las Bases soliciten como requerimiento técnico mínimo, la presentación de un plan de trabajo que cumpla con ciertas condiciones, toda vez que la presentación de dicho documento sería obligatoria al momento de la firma del contrato, sólo para la empresa que obtenga la buena pro, y no para los postores durante la presentación de propuestas, por lo que solicita se retire el plan de trabajo de los documentos de presentación obligatoria.
Pronunciamiento

De conformidad con el artículo 12º de la Ley las Entidades se encuentran facultadas para definir las especificaciones técnicas en relación con los objetivos, funciones y operatividad de los bienes, servicios y obras requeridos.
Es el caso que, en el inciso i) del numeral 2.8.2.1, del Capítulo II de las Bases, referido al contenido de la propuesta técnica, se exige la presentación obligatoria de un “plan de trabajo”, el cual deberá considerar: uso de medios tecnológicos, funciones de coordinación, supervisión y control del servicio, unidades móviles para el traslado del personal, capacitación del personal durante la ejecución del contrato, y planes de contingencias.
Al respecto, debe indicarse que el desarrollo de un plan de trabajo resulta importante para que la ejecución del contrato sea realizada conforme a los requerimientos de la Entidad; en tal sentido, su presentación solo sería relevante para quien ejecutará el contrato, por lo que únicamente podría exigirse al ganador de la buena pro, y no a todos los postores como condición necesaria para la admisión de sus propuestas. 

Por consiguiente, este Consejo Superior ha decidido ACOGER la observación, correspondiendo al Comité Especial suprimir la exigencia de presentar el plan de trabajo como parte de la propuesta técnica, debiendo requerirse al postor ganador de la buena pro para efectos de la suscripción del contrato.
Por otro lado, siendo que la ejecución de un plan de trabajo resulta importante para que el desarrollo del servicio materia de convocatoria se efectúe de acuerdo a los requerimientos de la Entidad, resulta relevante que las Bases indiquen las condiciones necesarias del plan de trabajo al cual el contratista deberá sujetarse para la prestación del servicio.
Sin embargo, de la revisión del plan de trabajo requerido no se aprecia disposición alguna referida al contenido y condiciones que debe tener dicho plan, por lo que con motivo de la integración de Bases, el Comité Especial, previa coordinación con el área usuaria, deberá incluir las condiciones básicas que deberá contar el plan de trabajo para la ejecución del servicio.
Observación Nº 04
Contra el factor de evaluación referido al objeto del contrato.
El observante cuestiona el factor referido al cumplimiento de contratos por parte de los postores, dado que se estaría evaluando la experiencia en función a los montos contratados; asimismo indica que carecería de objetividad mantener un factor de evaluación con esas condiciones, dado que no tendría incidencia en la ejecución del servicio, por lo que solicita sea retirado dicho factor de evaluación y se redistribuyan los puntajes en los demás factores de evaluación.
Pronunciamiento

Sobre el particular, cabe indicar que al absolver la observación Nº 8 del participante CIVISE S.A.C., se evidenció la razonabilidad y conveniencia de establecer el factor de evaluación “desempeño – cumplimiento de contratos”, el cual se condice con lo señalado en el artículo 64º del Reglamento, por lo que este Consejo Superior ha decidido NO ACOGER la observación formulada.
Observación Nº 05
Contra el puntaje determinado en el factor de evaluación “record de sanciones”

El observante indica que no existe una razonabilidad en la determinación de puntajes consignados para el factor de evaluación “record de sanciones”, dado que entre el postor que obtenga el máximo puntaje y el que no pudiera tener dicho beneficio, existen 17 puntos, obteniendo 83 puntos en el mejor de los casos, por lo que solicita se reformule dicho factor a efectos de no considerar puntajes que generen diferencias abismales entre los postores.
Pronunciamiento

En principio, de conformidad con el artículo 64º del Reglamento, el Comité Especial determinará los factores de evaluación técnicos a ser utilizados, así como los puntajes y criterios para su asignación, los que deberán ser objetivos y congruentes con el objeto de la convocatoria, debiendo sujetarse a criterios de razonabilidad, racionalidad y proporcionalidad, siendo que dichos factores no podrán calificar el cumplimento de los requerimientos técnicos mínimos, sin perjuicio de lo cual podrán calificar aquello que los mejore o supere. De lo expuesto se puede concluir que resulta de competencia exclusiva del Comité Especial la determinación de los factores de evaluación, así como la asignación de los puntajes correspondientes.
Al respecto, el artículo 66° del Reglamento indica la posibilidad de incorporar otros factores de evaluación, siempre y cuando cumplan con lo señalado en el acotado artículo 64° del Reglamento.
En el presente caso, el Comité Especial ha previsto la asignación de puntaje a través de los factores de evaluación: “experiencia del postor” (con una asignación de 30 puntos como máximo), “experiencia del supervisor y del personal vigilante” (con una asignación de 10 puntos como máximo en cada caso), “record de sanciones” (con una asignación máxima de 17 puntos), “cumplimiento de contratos” (con una asignación máxima de 15 puntos) y prestaciones adicionales (con un puntaje máximo de 05 puntos), lo que resultaría concordante con lo dispuesto en la normativa sobre contratación pública.

Por tanto, este Consejo Superior ha dispuesto NO ACOGER la observación Nº 05, dado que la asignación de los puntajes en cada uno de los factores, inclusive en el factor “record de sanciones”, son de atribución exclusiva del Comité Especial, más aún cuando la determinación de los puntajes, criterios, y factores de evaluación, responden a lo señalado en la normativa sobre contrataciones públicas.
Observación Nº 07
Contra el procedimiento para la determinación de responsabilidades por parte del contratista, y su consecuente aplicación de penalidades

El observante cuestiona la objetividad del procedimiento para la determinación de responsabilidades del contratista en caso de pérdida de bienes, lo cual resulta determinante para la aplicación de penalidades, solicitando se modifique dicho procedimiento en función a lo resuelto anteriormente por CONSUCODE.
Pronunciamiento

Sobre el particular, cabe indicar que al absolver la observación Nº 4 del participante CIVISE S.A.C., se ha verificado la inexistencia de un procedimiento para la determinación de responsabilidades del contratista ante cualquier pérdida de los bienes de la Entidad, lo cual resultaría determinante para la aplicación de penalidades.
En tal sentido, este Consejo Superior ha decidido ACOGER la observación formulada, por lo que a fin de atribuir responsabilidades al contratista en caso de pérdida de bienes de la Entidad, deberá establecerse en las Bases así como en la proforma del contrato, un procedimiento previo mediante el cual se determine si el contratista ha incurrido en responsabilidad debido al incumplimiento de sus obligaciones expresamente establecidas en el contrato, o por el actuar de su personal, sin la diligencia ordinaria requerida, caso en el cual procedería la reposición o reparación de los bienes, sin perjuicio de la denuncia policial que la Entidad pueda plantear.
Observación Nº 08
Contra el perfil del supervisor
El observante cuestiona que el perfil del supervisor esté condicionado a que sea un profesional o miembro de las FF.AA. o P.N.P., trasgrediendo con ello los dispositivos que regulan el servicio materia de convocatoria, puesto que dicha normativa no realiza diferencia alguna en la formación profesional del personal destacado como supervisor.
Pronunciamiento
En el inciso 3) del numeral 1.3.1 del Capítulo IV de las Bases, se establece que el personal destacado como supervisor deberá ser un profesional retirado de las FF.AA o de P.N.P., sin tener ningún defecto físico.

Al respecto, el Reglamento de Servicios de Seguridad Privada aproado por Decreto Supremo Nº 005-94-IN, no obliga a que el personal de vigilancia o el personal responsable de la conducción operativa del servicio haya pertenecido a las fuerzas armadas o policiales, siendo que en el caso de los civiles se exige que cuenten con conocimientos en seguridad acreditados con la documentación correspondiente.  

En tal sentido, y de conformidad con la normativa sobre la materia, este Consejo Superior ha decidido ACOGER la observación formulada, por lo que el Comité Especial deberá aceptar todas aquellas propuestas que cumplan con las características exigidas en los términos de referencia, sin resultar relevante que el personal propuesto sea necesariamente licenciado de las fuerzas armadas o ex policías.  En consecuencia, deberá suprimirse la precitada acotación.
3. CONTENIDO DE LAS BASES CONTRARIO A LA NORMATIVA SOBRE CONTRATACIONES Y ADQUISICIONES DEL ESTADO

En ejercicio de su función de velar por el cumplimiento de la normativa vigente en materia de adquisiciones y contrataciones del Estado, conforme a lo señalado en el inciso a) del artículo 59° de la Ley, este Consejo Superior ha procedido a realizar la revisión de las Bases remitidas, habiendo detectado el siguiente contenido contrario a la Ley y su Reglamento.

3.1. Calendario del proceso
El Comité Especial deberá modificar, bajo su exclusiva responsabilidad, las fechas de integración de Bases, de presentación y apertura de sobres y del otorgamiento de la buena pro, para lo cual deberá considerar la fecha efectiva de notificación del presente Pronunciamiento, así como tener en cuenta que debe mediar un lapso no menor de cuatro (4) días hábiles entre la fecha en que el Comité Especial notifique la integración de Bases en el SEACE y la presentación de propuestas, a tenor del artículo 98º del Reglamento.

Cabe precisar que, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 107° del Reglamento, las personas naturales y jurídicas que deseen participar en el presente proceso de selección podrán registrarse hasta un (1) día después de haber quedado integradas las Bases; por lo que la fecha límite prevista para acceder al registro de participantes también deberá ser modificada tomando en cuenta la nueva fecha de integración.
3.2. vigencia de la garantía de fiel cumplimiento

En el numeral 3.4 del Capítulo III de las Bases, referido a la información adicional del servicio materia de convocatoria, así como lo dispuesto en la cláusula sétima de la pro forma del contrato, se indica que la garantía de fiel cumplimiento, deberá tener una vigencia mínima de treinta (30) días hábiles hasta después de la última conformidad otorgada por la Entidad por la prestación del servicio; sin embargo, con motivo de la integración de Bases deberá indicarse que la dicha garantía debe tener vigencia hasta la conformidad de la prestación a cargo del contratista, de conformidad con el artículo 215º del Reglamento.

3.3. Características del personal propuesto
En el numeral 1.3.1 del Capítulo IV de las Bases, referido a las características del personal que destacará como supervisor, se establece que deberán tener una edad mínima de 28 años y una máxima de 48 años.

Al respecto, cabe señalar que en el literal b) del artículo 83º del Reglamento de Servicios de Seguridad Privada, aprobado por Decreto Supremo Nº 005-94-IN, señala entre otros requisitos, que para ser vigilante se debe contar con la mayoría de edad
.

En tal sentido, puesto que la normativa especial no ha establecido ninguna distinción en cuanto a la edad mínima ni máxima que debe poseer el personal de vigilancia (supervisores, vigilantes femenino y masculino), deberá suprimirse de los términos de referencia la exigencia de que el personal de vigilancia que destacará como supervisor cuente con una edad determinada, siendo de entera responsabilidad del contratista ofrecer al personal idóneo para asegurar una correcta prestación del servicio.

3.4. Términos de referencia
En el numeral 1.4.5 del Capítulo IV de las Bases, se indica que el contratista deberá contar con las unidades móviles que sean necesarias para el traslado de su personal a los relevos en los diferentes puestos de vigilancia alejados como cerros, líneas de transmisión, etc. (el subrayado es nuestro); en tal sentido, a efectos de permitir que los postores puedan realizar una propuesta acorde a los requerimientos de la Entidad, deberá precisarse la cantidad necesaria para el traslado del personal, acorde a lo establecido en el expediente de contratación.
3.5. Referencia a nombres comerciales y/o marcas

En el factor de evaluación “prestaciones adicionales”, se indica como una mejora al alcance del servicio, contar con un “sistema de comunicación RPM” que le permita realizar las coordinaciones con el personal de la Entidad. Al respecto, puesto que la normativa sobre contratación pública prohíbe hacer referencias a nombres comerciales o marcas, se deberá suprimir toda referencia a éstos cuando se haga mención a medios de comunicación.
3.6. Proforma de contrato

En la medida que el presente proceso derivará en un contrato de intermediación laboral, en concordancia con el artículo 13º del Decreto Supremo Nº 003-2002-TR, debe incluirse en el modelo de contrato una cláusula que describa las labores a realizar por el personal destacado, fundamentando la naturaleza temporal, complementaria o especializada del servicio a contratarse. Dicha cláusula deberá incluir, también, los términos del contrato del personal destacado. 
4. CONCLUSIONES 

En virtud de lo expuesto, el CONSUCODE dispone:
4.1. ACOGER las observaciones Nº 2, 4 y 7 formulada por el participante CIVISE S.A.C. contra las Bases del Concurso Público Nº 004-2008-GR-LL/PECH (primera convocatoria), convocado para la contratación del “servicio de vigilancia particular para la custodia y protección de sus instalaciones, bienes e integridad física de los trabajadores del proyecto especial Chavimochic”; por lo que deberá cumplirse con lo resuelto por este Consejo Superior.
4.2. NO ACOGER la observación Nº 8 formulada por el participante CIVISE S.A.C. contra las Bases del Concurso Público Nº 004-2008-GR-LL/PECH (primera convocatoria), convocado para la contratación del “servicio de vigilancia particular para la custodia y protección de sus instalaciones, bienes e integridad física de los trabajadores del proyecto especial Chavimochic”; sin perjuicio de ello, deberá cumplir con lo dispuesto por este Consejo Superior.
4.3. ACOGER la observación Nº 10 formulada por el participante CIVISE S.A.C. contra las Bases del Concurso Público Nº 004-2008-GR-LL/PECH (primera convocatoria), convocado para la contratación del “servicio de vigilancia particular para la custodia y protección de sus instalaciones, bienes e integridad física de los trabajadores del proyecto especial Chavimochic”, en el extremo referido a la exclusión del numeral 1.4.6 de los términos de referencia, por lo que deberá cumplir con lo resuelto por este Consejo Superior; y NO ACOGERLA en lo demás que la contiene. 
4.4. ACOGER las observaciones Nº 1, 7 y 8 formuladas por el participante LIDER SECURITY S.A.C. contra las Bases del Concurso Público Nº 004-2008-GR-LL/PECH (primera convocatoria), convocado para la contratación del “servicio de vigilancia particular para la custodia y protección de sus instalaciones, bienes e integridad física de los trabajadores del proyecto especial Chavimochic”; por lo que deberá cumplir con lo resuelto por este Consejo Superior
4.5. NO ACOGER las observaciones Nº 4 y 5 formuladas por el participante LIDER SECURITY S.A.C. contra las Bases del Concurso Público Nº 004-2008-GR-LL/PECH (primera convocatoria), convocado para la contratación del “servicio de vigilancia particular para la custodia y protección de sus instalaciones, bienes e integridad física de los trabajadores del proyecto especial Chavimochic”.

4.6. El Comité Especial deberá tener en cuenta las observaciones formuladas por el CONSUCODE en el numeral 3 del presente pronunciamiento a fin de efectuar las modificaciones a las Bases del presente proceso de selección. 
4.7. Publicado el Pronunciamiento del CONSUCODE en el SEACE, éste deberá ser implementado estrictamente por el Comité Especial, previa coordinación con el área usuaria, en lo que se refiere a la precisión y modificación de las especificaciones técnicas, aun cuando ello implique que dicho Comité acuerde bajo responsabilidad, la suspensión temporal del proceso y/o la prórroga de sus etapas, en atención a la complejidad de las correcciones, adecuaciones o acreditaciones que se a necesario realizar, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 116º del Reglamento.

4.8. A efectos de integrar las Bases, el Comité Especial también deberá incorporar  al texto original de las Bases todas las correcciones, precisiones y/o modificaciones dispuestas en el pliego de absolución de consultas y en el pliego de absolución de observaciones, de acuerdo con el numeral 4 del Anexo I del Reglamento.
4.9. Conforme al artículo 116º del Reglamento, compete exclusivamente al Comité Especial implementar estrictamente lo dispuesto por este Consejo Superior en el presente pronunciamiento, bajo responsabilidad, no pudiendo continuarse con el trámite del proceso en tanto las Bases no hayan sido integradas correctamente, bajo sanción de nulidad de todos los actos posteriores.
Jesús María, 19 de noviembre de 2008

JUAN ANTONIO SILVA SOLOGUREN
Director de Operaciones
JFP/.
� En concordancia con el Acuerdo de Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado �Nº 010/2008.TC, de fecha 30.06.2008, deberá precisarse que, cuando se presenten comprobantes de pago para acreditar la experiencia del postor, no se requiere que la cancelación esté consignada expresamente en el comprobante de pago, sino que bastará que dicha cancelación se acredite objetivamente mediante la presentación de cualquier otro documento.


� Artículo 1314°.- “Quien actúa con la diligencia ordinaria requerida, no es imputable por la inejecución de la obligación o por su cumplimiento parcial, tardío o defectuoso”.





� De conformidad con la Segunda Disposición Final y Derogatoria de la Ley N.° 28879, publicada el 18.08.2006,  el Decreto Supremo Nº 005-94-IN se mantiene vigente hasta la entrada en vigencia del Reglamento de la citada Ley.





� Similar posición se encuentra dispuesta en los Pronunciamientos Nº 184-07/DOP, Nº 221-08/DOP y Nº 356-08/DOP.





